Appendix 12

The negotiation of the second five-year period with Aguas de Illimani …. “and did the people of La Paz know what was going on?”
The need to negotiate the next five years of the contract by January 1st 2001 was stipulated in the terms of the original contract under clause 10.5. The paper starts by outlining three factors influencing the negotiation of the second phase of the Aguas de Illimani concession.
· The Cochabamba water wars stimulated a similar social movement in El Alto that protested against Aguas de Illimani in November 2000 and questioned the legitimacy of the privatisation agenda in Bolivia. It also created a climate of insecurity among private sector investors, leading to an intervention by International Finance Corporation (associated with the World Bank) to restore confidence in the sector.
· As a result of the Cochabamba water conflict a new law for water and sanitation (ley 2066) was passed. This law recognised uses and customs, incorporated mechanisms of public consultation over the fixing of tariffs, and modified the indexation of tariffs. Aguas de Illimani, refused to recognise this new law arguing that their contract had been signed under different legislation.
· The negotiation occurred in an election year when water issues were politicised and the government feared passing further legislation and implementing new laws.
The paper goes onto analyses the Aguas de Illimani proposal to raise tariffs by 25% and questions the 100% coverage rates for targets set for the first 5 years. The paper questions this coverage figure by claiming that:
· No geographical criteria were attached to coverage targets
· Increased coverage occurred through densification in existing covered areas rather than new connections in uncovered areas
· New connections in poor areas occurred through the World Bank’s condominial system despite criticism by local organisations
· Debate occurred over the service area (the area currently served by the concession) and the larger area of the concession which includes outlying neighbourhoods in poor municipalities. Aguas de Illimani focuses on the served area whereas the neighbourhood organised wanted the service extended to the whole concession area
· Local organisations participated in some public meetings but participation was largely token evidenced by the fact that the relevant local organisations did not know the agreement for the second five year period had been signed.
· The local organisations did not have the same access to information as the Cochabamba activists. They were thus poorly prepared for negotiations and open to political clientalism during election time.
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Como se sabe, en diciembre del pasado año se cumplió el primer quinquenio de la concesión con Aguas del Illimani (AISA), por tanto, siguiendo los términos del contrato (Clausula 10.5.), hasta el primero de enero del 2002 debían fijarse las nuevas condiciones para el próximo quinquenio, particularmente la nueva estructura tarifaria. 

La negociación entre la Superintendencia de Saneamiento Básico (SABSA) y AISA se llevó a cabo desde el segundo semestre del 2001. No se debe olvidar que esta negociación se ha realizado en el marco de tres hechos que han determinado el resultado final: 

Primero, la Guerra del Agua de Cochabamba (octubre 1999-abril 2000) ha permitido la emergencia de movimientos sociales, como la Coordinadora Departamental del Agua en Cochabamba y un amague de organización de una similar en la ciudad de El Alto, que han puesto en tela de juicio la legitimidad de la privatización de los servicios públicos en el país, creando un ambiente de incertidumbre para la inversión privada en el sector; tanto que, en el caso de la concesión paceña, el Banco Mundial tuvo que intervenir directamente haciendo que uno de sus grupos financieros, el IFC, invierta un millón de dolares en la compañia y se convierta en socio de AISA (Crespo 2001), como táctica para dar seguridad a la inversión, particularmente a los socios extranjeros.

El segundo aspecto es que, también producto del conflicto cochabambino, existe una nueva Ley de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario (No 2066) y un cuerpo de Reglamentos que han sido consensusados casi en un 90% con las organizaciones sociales (particularmente la Coordinadora del Agua); estas nuevas reglas del juego, que entre otros temas modifica la indexación de las tarifas e incorporan mecanismos de consulta en la otorgación de concesiones y fijación de tarifas, no han sido del agrado de AISA ni del Banco Mundial: AISA se niega a aceptar el marco normativo por afectar a sus intereses y considerar que el contrato de concesión se ha realizado con otras reglas
 (la Ley de Aguas de 1906 y la ley SIRESE), y junto con el Banco Mundial han logrado bloquear la aprobación de los Reglamentos de la Ley.

Por último, el país ha ingresado a un año electoral, por tanto es una coyuntura poco adecuada para tomar decisiones que afectarán a la población, esto es a los electores, que podrían generar revueltas como la de Cochabamba. En el tema agua y saneamiento los temas pendientes, como son la aprobación de los Reglamentos de la Ley 2066, la nueva ley del Recurso Agua, la Ley de Exportación de Aguas y la nueva estructura tarifaria de las ciudades de La Paz y El Alto, serán definidos por el próximo gobierno.

Para la negociación, AISA solicitó un incremento en las tarifas hasta en un 25%, como establece el contrato (claúsula 13.3.2.); SAMAPA residual realizó un estudio sobre la propuesta de AISA, donde mostró que en los hechos, a lo largo del quinquenio, el incremento alcanzaría entre 34 al 74 %, afectanfo particularmente a los sectores mas pobres producto de la introducción de un cargo fijo; adicionalmente estas tarifas estarían completamente dolarizadas, vulnerando la Ley 2066, instrumento legal que, como dice el informe de SAMAPA, “Aguas del Illimani cree no necesita cumplir, pero que la SISAB sí debe cumplir” (SAMAPA 2001). Se conoce que la Superintendencia habría aceptado hasta un 15%. Donde existen divergencias es en un porcentaje que la empresa introduce como parte de sus costos de producción, provenientes de gastos de consultoria, normalmente consultores franceses o de filiales de ONDEO (ex Générale des Eaux), con salarios por encima del promedio nacional.

Por el momento, como veremos luego, se ha acordado incrementar algunos rubros como los formularios y costos de instalación, además de las metas de expansión. La inevitable decisión de incremento tarifario será tomada, a nuestro juicio, luego de las elecciones.

LAS RESOLUCIONES

A fines del año pasado, la Superintendencia de Saneamiento Básico (SABSA) emitió dos resoluciones (la 79/2001 y la 80/2001), resultado de la negociación, que pasaron desapercibidas para la opinión pública, particularmente las organizaciones sociales
, pero que modifican aspectos específicos del contrato.

La Resolución 79/2001, si bien establece en su primer punto mantener el sistema tarifario establecido en el contrato de julio de 1997, esto es, el sistema actualmente vigente, en el segundo aprueba el incremento del cargo por concepto de formulario, de $US 0.10, establecido originalmente en el contrato, a $US 0,220 por conexión y por mes para las conexiones domésticas de los sistemas de El Alto, y $US 0.3444 para los sistemas de Achachicala y Pamphahasi, asi como para todas las conexiones comerciales e industriales de la concesión. En ambos casos implica un incremento del 120% en el primer caso, y 244.4% en el segundo. El tercer punto señala que la nueva estructura tarifaria será definida una vez aprobados los Reglamentos de Ley Modificada de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario No 2066.

Por su parte, la Resolución No 80/2001, aprueba las nuevas metas de expansión de los servicios para las ciudades de La Paz y El Alto, cuyo resumen se presentan en los cuadros 1 y 2.

Cuadro No 1

CONEXIONES DOMESTICAS AGUA POTABLE (al 2006)

	
	Cobertura 2006 (%)
	Densificación
	Expansión
	Diferencia (en %)

	Achachicala
	100
	1527
	0
	100-0

	Pampahasi
	100
	4346
	1658
	72-28

	El Alto
	100
	21001
	5327
	80-20

	TOTAL
	
	26874
	6985
	79-21


Cuadro No 2

CONEXIONES DOMESTICAS ALCANTARILLADO (al 2006)

	
	Cobertura 2006 (%)
	Densificación
	Expansión
	Diferencia (en %)

	Achachicala
	100
	1050
	0
	100-0

	Pampahasi
	85
	2900
	1707
	63-37

	El Alto
	56
	6500
	7321
	47-53

	TOTAL
	
	10450
	9028
	54-46


Tres aspectos a destacar de este punto:

· En agua potable se habla de un 100% de cobertura al 2006, incluyendo El Alto, y hasta 56% en alcantarillado en esta ciudad. Para El Alto es una cobertura que sobrepasaria lo establecido en el contrato (85% en agua y 43% en alcantarillado), pero la resolución no especifica el area geográfica de esta expansión, si el área de servicio o el área de la concesión, tema ampliamente discutido entre los municipios, la superintendencia y la empresa.

· La mayor parte de las metas de expansión establecidas por la Resolución de SABSA, excepto para el caso de alcantarillado en El Alto,  se concentran en densificación antes que en expansión geográfica (en total 79% en agua y 54% en alcantarillado). Esto quiere decir que la mayor actividad se concentrará en realizar conexiones en areas actualmente servidas por AISA, seguramente con baja densidad, antes que en ampliar hacia nuevas zonas; las zonas más pobres de La Paz y El Alto, considerados consumidores de “alto riesgo” por su bajo consumo, no constityen una prioridad para estas metas de expansión. 

· El Banco Mundial considera la implementación de los sistemas condominiales de El Alto, como una solución técnica y económica que favorece a los pobres (Programa de Agua y Saneamiento, 2000), pero se han evidenciado muchas críticas a su viabilidad social y técnica, por parte de los barrios beneficiados y organizaciones vecinales y barriales (Laurie y Crespo 2002). A pesar de ello, existe mucho interés en la empresa y la Superintendencia por ampliar esta experiencia piloto, para ser introducida como parte de las metas de expansión en el nuevo quinquenio. 

· El tema de densificación no esta establecido en el contrato, pues se asume que las zonas donde hay cobertura total, la densificación es parte del servicio normal y no forma parte de las metas de expansión.

El artículo segundo de la Resolución se refiere a los nuevos costos del derecho de conexión, $US 196 por agua potable y $US 249 por alcantarillado sanitario, esto implica un incremento del 26.4% y 38.3% respectivamente en relación a los precios establecidos por el contrato.

LOS EFECTOS

Al margen del irremediable futuro incremento tarifario, las implicaciones de ambas resoluciones son importantes para la economía de la población, pués un habitante de El Alto, por ejemplo debe pagar mensualmente 1.5 Bs por el formulario o recibo, cuando antes pagaba solo 0.7 Bs
. Pero el mayor cargo es en las nuevas conexiones, que harán más prohibitivo conectarse a la red con los nuevos costos. Este problema es muy grave en El Alto, donde la cobertura en alcantarillado es menor al 55%, con un consumo muy bajo de agua (un promedio de 50 litros/persona/día), entre otros motivos por el alto costo que supone. Algunos enfoques que enfatizan la necesidad de orientar la participación privada hacia la protección de los sectores más pobres de la población, sugieren que se establezcan sistemas de subsisdios a la instalación de los sistemas (Crespo/Laurie 2002) tema que aparentemente no ha sido considerado en la concesión de La Paz.

Por otro lado, las resoluciones no resuelven la confusión respecto al Area de Concesión y Area Servida. El primero está referido al área geográfica donde el concesionario prestará el servicio (Clasula I. Definiciones), de acuerdo al contrato, esto es los municipios de La Paz y El Alto, cuyos límites estan definidos por la Ley de Participación Popular (Anexo 3). Por su parte, el Area Servida son aquellas áreas dentro de los límites geográficos del Area de Concesión, servidas originalmente por SAMAPA o incluidas en las metas de expansión producto de negociaciones con la Superintendencia (Claúsula I. Definiciones). El problema es que el Area Servida es menor al Area de Concesión, y durante el primer quinquenio AISA se negó a prestar servicio fuera del Area de Concesión, excepto si los vecinos cubrian todos los costos. En el caso de El Alto esto es grave, pues su crecimiento, disperso y escasamente ppanificado. se halla entre las mayores del Departamento de La Paz (segun el último censo, de 424528 personas que vivían en El alto, Viacha, Achocalla y Laja en 1992, el 2001 alcanzaban a 695243 personas -INE 2001). Por tanto, las cifras de cobertura optimistas presentadas por AISA, por lo menos para el caso de El Alto, son del Area de Servicio y no del Area de Cobertura. Este tema debe estar incluido en futuras agendas de negociación. con la empresa.

A propósito de negociación, con la experiencia de Cochabamba, las organizaciones sociales participaron de algunas reuniones respecto al nuevo quinquenio; se habalaba de la conformación de una comisión donde participaban las representaciones vecinales y cívicas. Pero en los acuerdos establecidos entre la Superintendencia y AISA no participaron estas organizaciones
. Mas aún, la resolución vulnera un convenio de noviembre del 2001, entre la FEJUVE de El Alto y AISA, con el respaldo de la Superintendencia, por la cual la empresa se comprometía a no realizar ningún tipo de incremento mientras no fuera consensuado con las organizaciones sociales.

Ahora bien, por qué los paceños no han reaccionado, como sucedió en Cochabamba, cuando un incremento tarifario de la concesionaria generó una revuelta popular inédita en la memoria de las luchas sociales? No solo debemos atribuir a una manifiesta intención de la Superintendencia, la empresa y el gobierno
, de evitar, en lo posible, la difusión y discusión pública de este tema, sino también a la escasa capacidad de interpelación de las organizaciones sociales de La Paz, y fundamentalmente de El Alto, seguramente es el área más afectada con la concesión. Estas organizaciones no tienen un conocimiento adecuado de los alcances de la concesión y del nuevo marco jurídico vigente luego de la Guerra del Agua; tampoco supieron articular alianzas con el movimiento de Cochabamba y el grupo de asesores que apoyó la elaboración de los argumentos de la Coordinadora contra la concesión. A ello se suma, la división interna de esas organizaciones, capturadas por partidos políticos, que han debilitado sus capacidades de resistencia. Mientras no se democraticen y sean capaces de construir argumentos coherentes alternativos a los del gobierno y la empresa, es poco probable que se modifiquen los alcances de la concesión paceña, a pesar de los efectos que pueda generar sobre los usuarios.

Newcastle, Marzo 2002
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� Este texto es parte de una investigación, actualmente en proceso, con Nina Laurie (University of Newcastle).


� Entrevista a Roberto Bianchi; Gerente de Planificación AISA, diciembre 2001.


� En una entrevista con los representantes vecinales de El Alto (Enero 2002), estos se sorprendieron de las resoluciones y expresaron su absoluto desconocimiento.


� Asumiendo un cambio de $US 1 = 6.97 Bs


� Severino Mamani, presidente FEJUVE El Alto; Enero 2002


� No olvidar que el Banco Mercantil, a través de su grupo financiero BICSA es socio de AISA, El actual presidente, Jorge Quiroga, como reconoció en su declaratoria jurada de bienes, es socio del Banco Mercantil. 





